	[image: image1.png]




	[image: image2.png]IX LEGISLATURA



ESTADO INDEPENDIENTE, LIBRE Y SOBERANO 
DE COAHUILA DE ZARAGOZA
PODER LEGISLATIVO

“2016, Año de la Lucha Contra la Diabetes”
	



Iniciativa con Proyecto de Decreto para modificar el contenido de la fracciones I y III del artículo 62 de la Ley  Responsabilidades de los Servidores Públicos Estatales y Municipales del Estado de Coahuila de Zaragoza.

· Para el establecimiento de plazos para citatorios y resoluciones dentro de los procedimientos administrativos.

Planteada por la Diputada Lariza Montiel Luis, conjuntamente con las Diputadas y Diputados integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional “Alonso Lujambio Irazábal”.
Fecha de Lectura de la Iniciativa: 1 de Marzo de 2016.

Turnada a la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia.

Fecha del Dictamen: 11 de Agosto de 2017.
Decreto No. 913

Publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado: P.O. 64 / 11 de Agosto de 2017

H. PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO 

DE COAHUILA DE ZARAGOZA.
PRESENTE.- 

Iniciativa que presenta la Diputada Lariza Montiel Luis, conjuntamente con los Diputados integrantes del Grupo Parlamentario “ALONSO JOSÉ RICARDO LUJAMBIO IRAZÁBAL” del Partido Acción Nacional, con fundamento en lo dispuesto por los Artículos 59, fracción I,  y 67, fracción I, de la Constitución Política del Estado; y 21, fracción IV, y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, sometemos a la consideración de esta Honorable Asamblea, la presente Iniciativa con Proyecto de Decreto para modificar el contenido  de la fracciones I y III del artículo 62  de la Ley  Responsabilidades de los Servidores Públicos Estatales y Municipales del Estado de Coahuila de Zaragoza,  al tenor de la siguiente:

Exposición de Motivos

El régimen de sanciones administrativas a los servidores públicos, previsto en las leyes de responsabilidades de cada entidad federativa y del Poder Ejecutivo Federal, fue creado para sancionar a los funcionarios que cometen alguna de las infracciones previstas en dichos ordenamientos, o, en su defecto, en otros que contemplen también el deber de sancionar de forma administrativa a un funcionario público (la legislación bancaria llama funcionarios bancarios a los empleados de la banca) Dichas sanciones van desde el apercibimiento en privado, en público, la multa, la suspensión temporal del empleo, la destitución definitiva del cargo, hasta la inhabilitación.

Sin embargo; nuestra Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos Estatales y Municipales para el Estado de Coahuila, contiene un par de  disposiciones que generan incertidumbre en los procesos sancionadores estatales  y  municipales, por la falta de plazos que permitan la seguridad jurídica y la certeza plena durante dichos procesos. Y nos referimos a las siguientes:

ARTÍCULO 62.- En el caso de los servidores públicos de la Administración Pública del Estado, centralizada y paraestatal, las sanciones administrativas a que se refiere este Capítulo, se impondrán mediante el siguiente procedimiento:

I.- Se citará por escrito al presunto responsable a una audiencia, haciéndosele saber la responsabilidad o responsabilidades que se le imputen, el lugar día y hora en que tendrá verificativo dicha audiencia, y su derecho a ofrecer pruebas y alegatos por sí o por medio de un defensor………..

……

II.- Al concluir la audiencia, o dentro de los quince días hábiles siguientes, se resolverá sobre la existencia o no responsabilidad, imponiéndose al infractor, en su caso, las sanciones administrativas correspondientes o notificándose por escrito dicha resolución, dentro de las 24 horas siguientes, al interesado, al superior jerárquico responsable de la oficina, unidad o área administrativa de su adscripción; al titular de la dependencia o al órgano estatal de control;

III.- Si en dicha audiencia se advierte la falta de elementos suficientes para resolver, o encontraren elementos que impliquen nueva responsabilidad administrativa a cargo del presunto responsable, o de otras personas, se podrá disponer la práctica de nuevas investigaciones y citar para otra u otras audiencias…

Estas fracciones presentan los problemas siguientes:

La fracción I, menciona que todo comienza cuando se cita al presunto infractor  a una audiencia, donde se le hará saber la responsabilidad que se le atribuye; pero, no menciona una plazo máximo para citarlo, de tal suerte, que se infiere que la autoridad sancionadora, ya sea actuando por cuenta propia, o mediante una denuncia de hechos, puede tomarse largo tiempo para decidir citar al responsable, esto es, “congelar” a discreción el procedimiento de responsabilidad.

En este orden de ideas, existe falta de certeza y de seguridad jurídica de forma evidente.

La fracción III establece que “Si en dicha audiencia se advierte la falta de elementos suficientes para resolver, o encontraren elementos que impliquen nueva responsabilidad administrativa a cargo del presunto responsable, o de otras personas, se podrá disponer la práctica de nuevas investigaciones y citar para otra u otras audiencias.

La redacción es ambigua en cuanto a tiempos finales o plazos fatales, y deja en manos de la autoridad sancionadora la discrecionalidad para ordenar esas nuevas investigaciones, sin establecer un plazo límite que sea justo, prudente y razonable, rompiendo así con los principios de certeza, legalidad y seguridad jurídica que deben revestir a todo acto de autoridad.

Además, la fracción III contraviene de cierto modo a la II, pues en ésta si existe un plazo límite de 15 días hábiles para resolver sobre la responsabilidad del infractor o determinar su inexistencia; ya que si atendemos a la fracción III, se permite ampliar las investigaciones cuando se considere necesario. Es el caso que el plazo de la fracción II sólo se haría efectivo si el órgano sancionador no decide ampliar las investigaciones.

En los hechos, conocemos gran número de casos de procesos de sanción administrativa que toman hasta más de cinco años; lo cual rompe, además, con el principio de justicia pronta y expedita.

Consideramos pertinente proponer el plazo máximo de un año, contado a partir de la fecha en que tenga verificativo la primera audiencia, para que se resuelva el procedimiento administrativo sancionador, periodo razonablemente suficiente para determinar las responsabilidades de los servidores públicos, lo que a su vez traería como beneficio para el servidor público que se encuentre sujeto al procedimiento la certeza jurídica de que éste será resuelto en definitiva una vez cumplido el plazo, y para el Estado, que en el mismo periodo podrá hacer efectivas las sanciones  que le hayan sido impuestas al infractor.

Así como el plazo de 15 días hábiles para que, de acuerdo a lo dispuesto en la fracción I, se emita el citatorio correspondiente y no dejar esto en la discrecionalidad de la autoridad responsable.

Por los razonamientos y fundamentos legales expuestos, sometemos a la consideración de esta H. Pleno el siguiente proyecto de:

Decreto

ARTÍCULO ÚNICO: Se modifica el contenido de las fracciones I y III del artículo 62 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos Estatales y Municipales del Estado de Coahuila de Zaragoza, cuyo texto quedaría de la siguiente forma:

ARTÍCULO 62.-……..

I.- En un plazo no mayor a 15 días hábiles posteriores a que la autoridad tenga conocimiento de los hechos que ameritan la iniciación del proceso sancionador, o  sea ratificada la queja o denuncia correspondiente,   el presunto responsable será citado por escrito a una audiencia, haciéndole saber la responsabilidad o responsabilidades que se le imputen.  El citatorio deberá contener el lugar, día y hora en que tendrá verificativo dicha audiencia, y su derecho a ofrecer pruebas y alegatos por sí o por medio de un defensor;

II.-……

III.- Si en dicha audiencia se advierte la falta de elementos suficientes para resolver, o se encontraren elementos que impliquen nueva responsabilidad administrativa a cargo del presunto responsable, o de otras personas, se podrá disponer la práctica de nuevas investigaciones y citar para otra u otras audiencias. En ningún caso, el plazo  para resolver en definitiva sobre la existencia o no de responsabilidad del servidor público deberá exceder de un año, contado a partir de la verificación de la audiencia a que se refiere al fracción I de este artículo; y

IV.-……..
TRANSITORIOS

PRIMERO.- El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SEGUNDO.- Publíquese el presente decreto en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

SALTILLO, COAHUILA A 01 DEL MES DE MARZO DE 2016
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